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PRESENTACIÓN
Las y los maestros en defensa de las pensiones y la seguridad social

En los últimos años hemos sido testigos del sa-
queo de los recursos generados como trabaja-
dores por parte de los organismos internacio-

nales y el gran capital transnacional, que se ha hecho 
más evidente en medio de la profundización de la crisis 
neoliberal. La seguridad social, particularmente el aho-
rro de las y los trabajadores, sus pensiones y jubilacio-
nes, han sido el blanco ideal para ser sometidas a las 
leyes del mercado, privatizándose la administración y 
manejo de los fondos de pensiones, de los riesgos de 
trabajo y de los servicios de salud. 

La tendencia en el continente a imponer reformas 
neoliberales a la seguridad social, hacen evidente el 
abandono de los gobiernos de su función social, dejan-
do de lado la protección social del trabajo, disminuyen-
do los derechos, aumentando los años de cotización y 
transfiriendo los fondos de pensiones al sector finan-
ciero, bajo la premisa de la inversión pública-privada y 
los sistemas de capitalización individual.

Adicionalmente, en las negociaciones contractua-
les y de condiciones de trabajo, los gobiernos naciona-
les y locales, argumentan que el costo de las pensiones 
es tan alto, que eso impide se puedan otorgar presu-
puestos públicos suficientes para el sostenimiento de 
las escuelas, el pago de salarios dignos a las y los maes-
tros, y la garantía de condiciones de trabajo decentes.  

Bajo ese escenario las y los trabajadores de la edu-
cación, hemos desplegado diversas luchas para mante-
ner la seguridad social pública y pensiones decorosas, 
encontramos experiencias  en las cuales los trabajado-
res hemos logrado recuperar conquistas históricas, o 
bien mejoras trascendentes para acceder a condiciones 
de seguridad social dignas. 

La presente edición de Intercambio recupera algu-
nos de los aportes sobre el tema, que fueron vertidos 
en el Seminario Internacional sobre Seguridad Social 
Docente, organizado por la red sepa, celebrado en San 
José, Costa Rica en junio de 2015, del cual publicamos 
las conclusiones y propuestas y cuya memoria se pue-
de consultar en la página (www.red-sepa.net) con ello 
la red sepa, busca contribuir no sólo al análisis de las 
reformas neoliberales que se han impuesto, sino a la 
recuperación de las estrategias de los trabajadores de 
la educación para resistir el despojo a sus derechos, 
pero sobre todo aprehender la experiencia y el saber 
colectivo que nos permita la construcción de una agen-

da común, en el terreno ideológico, jurídico y político. 
En este número, Antonio Vital nos introduce en 

el tema con una visión general sobre la esencia de las 
políticas instrumentadas por el capital financiero y sus 
gobiernos en América y las estrategias de lucha de las 
y los trabajadores, siendo de particular importancia las 
desplegadas por el magisterio.

Hamer Villena (Perú), Sofía Endoqui (México), Ro-
drigo Aguilar (Costa Rica), Isabel Vargas (Ecuador), Eu-
nice Hernández (Honduras), Jim Iker (Canadá) en sus 
artículos nos dan elementos de dos grandes temáticas: 
el análisis de las reformas neoliberales a la seguridad 
social y las estrategias de lucha de las y los trabajado-
res de la educación en cada uno de sus países. 

Jorge Molina, Néstor Silva, María Dolores Abal, (Ar-
gentina), analizan la experiencia de recuperación del 
régimen especial de jubilaciones para las y los trabaja-
dores de la educación para once provincias argentinas, 
como un logro importante en la lucha de todos los tra-
bajadores y trabajadoras de su país por avanzar hacia 
un régimen público y solidario.

Ejemplos como el de Argentina, dan cuenta del fra-
caso del modelo de capitalización individual y la admi-
nistración privada en los países  pioneros de América 
Latina en los que se establecieron, mostrando que ha  
sido muy costoso para las finanzas públicas, y muy lu-
crativo para la banca internacional y los empresarios fi-
nancieros quienes son los beneficiarios del despojo del 
ahorro laboral a cargo de la reducción de las pensiones 
al 30% del salario y obtienen millonarias comisiones 
por usufructuar los fondos de la seguridad social. 

Ante esta situación, está abierto el debate interna-
cional sobre el modelo alterno a la seguridad social que 
recupere los principios originarios como son el carác-
ter solidario y publico, integral y redistributivo.

Ahora, con la agudización de la crisis capitalista,  
las  organizaciones de la clase trabajadora están, obli-
gadas a integrar la lucha por la defensa de la seguridad 
social como parte sustantiva en las políticas sindicales 
en defensa de los derechos laborales, económicos y so-
ciales de nuestros pueblos.

Desde la red sepa, abonamos con este esfuerzo 
colectivo, a la generación de iniciativas para fortalecer 
nuestras luchas por el derecho humano a la seguridad 
social y a trabajo digno para garantizar sociedades jus-
tas y democráticas.
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La defensa de la seguridad social hoy requiere de una revisión 
y la sistematización de las políticas desplegadas en las últimas 
décadas por el capital para desmantelar la seguridad social 
construida a lo largo del siglo xx y de recuperar las experien-
cias de lucha, de las estrategias desarrolladas por las organi-
zaciones de la clase trabajadora en la defensa de un derecho 
social fundamental como es la seguridad social, que permita 
una vida saludable y gratificante, la atención de la salud, para 
los trabajadores y sus familias, con  pensiones decentes, con 
condiciones para la recreación, el disfrute de la cultura y el 
deporte. Derecho que está directamente vinculado con el de-
sarrollo de trabajo digno.  

La construcción de una estrategia general de los trabaja-
dores requiere del análisis del diagnóstico de la situación de 
la seguridad social así como de los resultados de las reformas 
neoliberales que se han impuesto a lo largo del continente, es 
importante tener presente las propuestas y alternativas para 
el fortalecimiento de la seguridad social y particularmente de 
las jubilaciones y pensiones que se han desplegado a lo largo 
de muchos años y en múltiples países, por los trabajadores del 
sector público y de las empresas privadas.

Este artículo consta de cuatro apartados, en el primero se 
abordan los argumentos que desde los gobiernos y el capital, 
buscan justificar la restricción del derecho a la seguridad so-
cial; en el segundo se da cuenta de las políticas del capital para 
apropiarse de los fondos de pensiones y jubilaciones; en el 
tercero se analizan las estrategias desarrolladas en las luchas 
de los trabajadores para defender el derecho a la seguridad 
social; en el último apartado se presentan algunas directrices 
anti neoliberales para recuperar y defender a la seguridad 
social como un derecho humano orientado hacia la dignidad 
humana y pilar para la construcción de sociedades justas, con 
los principios de universalidad, integralidad y equidad, a par-
tir de las conclusiones  de la conferencia mundial sobre los 
sistemas universales de seguridad social celebrada en Brasilia 
en diciembre del 20102 y recuperando las conclusiones del 
Seminario de Seguridad Social, realizado por la RED SEPA en 
junio de 2015 en la Cd. de Costa Rica.

 
Reformas neoliberales a la seguridad social 
no resuelven la crisis de las finanzas públicas, 
las agudizan

Los cambios a la seguridad social y particularmente a los re-
gímenes de jubilaciones y pensiones se han promovido por 
los Estados, con el argumento de reducir la carga a las finan-

zas públicas y disminuir los altos costos laborales para los 
empresarios; los gobiernos pretenden sortear la crisis de la 
economía capitalista, abandonando la función social del Es-
tado y transfiriendo el ahorro laboral al sector financiero, en-
tregando al mercado de capitales los fondos de jubilaciones y 
pensiones.

Las reformas neoliberales a la seguridad social de las úl-
timas cuatro décadas, están orientadas a convertir en  negocio 
la protección social del trabajo y constituye con nuevo campo 
de acumulación para el sector financiero,  también están diri-
gidas a reducir costos laborales de los patrones pretendiendo 
eliminar la obligación empresarial de otorgar la seguridad so-
cial, ampliando los privilegios y ganancias al capital.

Los organismos internacionales, en particular el Fondo 
Monetario Internacional (fmi), el Banco Mundial (bm) y la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(ocde) han presionado a los gobiernos, para instrumentar los 
cambios en los regímenes de pensiones y los servicios de sa-
lud, para reducir el gasto social y permitir la intervención del 
sector privado en la administración y la prestación de los ser-
vicios que las instituciones públicas desplegaron en la segun-
da mitad del siglo pasado. Las reformas a la seguridad social 
lejos de alcanzar los objetivos del fortalecer las instituciones y 
los derechos de la clase trabajadora han profundizado la des-
igualdad en la sociedad y la explotación de los trabajadores.

Cabe destacar que en los diagnósticos de los organismos 
internacionales y de los gobiernos, el argumento principal es  
la crisis de la seguridad social  impacta a las economías, cuan-
do en realidad la crisis del capitalismo ha golpeado a las finan-
zas públicas, y los gobiernos han recurrido al endeudamiento 
y la aplicación de recortes a los presupuestos, a la privatiza-
ción de empresas y bienes públicos.

 En los diagnósticos gubernamentales de las crisis de 
las finanzas públicas, se ha omitido la carga financiera que 
representa el pago del servicio de la deuda y los privilegios 
fiscales que tienen los grandes capitales y las empresas tras-
nacionales;  de igual manera se ha borrado del diagnóstico, 
la revisión de la administración de los fondos de la seguri-
dad social, particularmente de las jubilaciones y pensiones 
que se debieron haber constituido en los últimos cincuenta 
años, esos fondos, que no son sino el ahorro de millones de 
trabajadores, si se hubieran constituido y administrado co-
rrectamente, permitirían sufragar las obligaciones que los 
gobiernos deben cumplir con los trabajadores al término de 
su vida laboral activa. 

También se omite el impacto negativo que han tenido las 
transformaciones en el mercado laboral por los cambios tec-
nológicos, la informalización y tercerización de la economía 
que en lugar de mejorar el empleo han precarizado el trabajo 

Estrategias de lucha en defensa de las jubilaciones y la seguridad social
José Antonio Vital Galicia1

1. Coordinador de la Alianza de Trabajadores de la Salud y empleados Pú-
blicos, México.
2. http://forolaboral.com.mx/Conferencia-Mundial-Sistemas-SS.php
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y recortado el poder adquisitivo de los trabajadores impac-
tando severamente las finanzas de la seguridad social

Las políticas del capital para apropiarse de 
los fondos de pensiones

La estrategia del capital para someter  la seguridad social a las 
leyes del mercado, ha tenido las siguientes vertientes: econó-
mica, ideológica, legislativa y coercitiva. El Fondo Monetario 
Internacional ha sido el instrumento principal para imponer a 
los gobiernos las reformas neoliberales, el condicionamiento 
de los préstamos y el manejo de la deuda han sido determi-
nantes para los cambios legislativos y la aplicación de políti-
cas de austeridad que además de reducir el gasto social pre-
carizan el empleo. En el último año -2015- el FMI, la OCDE 
y el BM han desplegado una agresiva campaña en contra del 
pago de las pensiones en curso. Con  el argumento del enve-
jecimiento de la población y la falta de solvencia financiera de 
los gobiernos, señalan que es insostenible el pago de las pen-
siones, insistiendo en mantener el modelo de capitalización 
individual con administración privada y el subsidio público 
para pensiones mínimas.

La imposición de la visión privada a las políticas públicas 
y la mercantilización de los derechos sociales son los recursos 
principales para desmantelar la seguridad social. La campaña 
ideológica ha sido orientada a promover la respuesta indivi-
dual a los derechos colectivos que la sociedad ha construido 
en el último siglo, pretenden reducir los derechos y los bene-
ficios de la seguridad social a lo que el trabajador pueda pagar, 
pretendiendo con ello eliminar la obligación de los patrones 
en la protección social del trabajo, la función social del Estado 
y el carácter redistributivo de la seguridad social.

La imposición del consenso trasnacional sobre los mitos 
de las transiciones como causa de la crisis de la seguridad so-
cial, es decir, que los cambios demográficos que ocurrirán en 
las próximas décadas con el envejecimiento de la población, la 
transición epidemiológica con la aparición de enfermedades 
crónico degenerativas y la carga financiera de las jubilaciones 
y pensiones, se han impuesto como verdad, constituyéndose 
en los elementos principales para responsabilizar a las jubila-

ciones de los problemas de las finanzas públicas,
Eliminar las resistencias sociales ha sido un recurso in-

dispensable de los gobiernos para imponer las reformas neo-
liberales a la seguridad social que restringen derechos labo-
rales y sociales de los trabajadores, lo que ha significado que 
al mismo tiempo que se presentan diagnósticos catastrofistas 
sobre la seguridad social y el pago de las pensiones se persi-
gue o reprime a las organizaciones y sindicalistas que defien-
den los derechos de la clase trabajadora.

Las estrategias de defensa y mejoramiento de 
las pensiones y la seguridad social

Las organizaciones sociales y políticas de los trabajadores han 
luchado en distintos frentes de acción como son: la disputa del 
discurso sobre los argumentos y sentido de las reformas a la 
seguridad social, el reclamo de la auditoría y la recuperación 
de los fondos de pensiones, las alianzas sociales, la impugna-
ción jurídica y la acción legislativa.

La primera línea de acción que como trabajadores abor-
damos, es enfrentar los cambios conceptuales que los neoli-
berales han promovido sobre la seguridad social, defendien-
do su carácter público, integral, universal y redistributivo. Ha 
sido fundamental la discusión respecto a que los problemas 
de la economía no se resuelven con la privatización de los 
fondos de pensiones. Pugnar porque el Estado despliegue po-
líticas económicas y sociales para acabar con la desigualdad, 
la exclusión social y la explotación del trabajo, garantizando 
la seguridad social como el instrumento redistributivo de la 
riqueza que la sociedad moderna se dio para enfrentar la mi-
seria, la ignorancia y la enfermedad.

¿Donde están los fondos de pensiones?, las reservas y las 
inversiones que se debieron constituir en las últimas cinco dé-
cadas es la interrogante que plantean los trabajadores activos 
y en retiro tanto a empresarios como a los gobiernos, cuando 
estos señalan que no hay dinero para pagar las pensiones. Con 
la reconceptualización de los regímenes de pensiones como 
un sistema de reparto o un régimen de solidaridad intergene-
racional3, se pretende ocultar los problemas en la administra-
ción de los fondos de pensiones en los cuales se han señalado 
signos de corrupción, desvío de recursos para rescatar em-

3. A partir de los 90s se inicia un proceso de modificar los conceptos de la 
seguridad social, pretendiendo eliminar la responsabilidad del Estado en la 
protección social del trabajo, el concepto de sistema de reparto o solidari-
dad intergeneracional está montado sobre la idea de que los ingresos por 
las aportaciones para jubilaciones o pensiones de los trabajadores actuales 
pagan las pensiones de los trabajadores en retiro, omitiendo que los tra-
bajadores en su vida laboral aportan - como ahorro permanentemente- un 
porcentaje de su salario, evadiendo el tema de la rendición de cuentas sobre 
la acumulación de las aportaciones en las décadas anteriores que debieron 
haberse constituido en fondos de pensiones, con reservas e inversiones 
que las leyes de seguridad social establecían. En el caso de México en 18 
años de la reforma al Seguro Social se  acumuló en los fondos de pensiones 
el equivalente a poco más del 15% del PIB, mientras que en los 50 años 
anteriores no se constituyeron las reservas que por ley estaba obligado el 
gobierno. El problema del manejo privado de los fondos de pensiones son 
las altas comisiones que cobran a los trabajadores, el costo financiero para 
el estado y la utilización para beneficio del mercado de capitales, que con la 
crisis financiera ha provocado pérdidas cercanas al 20% de los fondos de 
los trabajadores.

Foto: atsyep
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presas o negocios privados. La evasión patronal en el registro 
de los trabajadores en las instituciones de seguridad social es 
responsabilidad de los gobiernos ante el incumplimiento de 
los empresarios de sus obligaciones laborales. Las jubilacio-
nes y las pensiones constituyen una obligación gubernamen-
tal y una deuda del Estado con los trabajadores que han cons-
truido la riqueza y los bienes de la sociedad.

La construcción de alternativas sociales y 
sindicales.

Para  avanzar en la lucha por la defensa de la seguridad social 
como un derecho humano universal, un punto de partida es el  
debate de la Conferencia de los sistemas universales de segu-
ridad social celebrada en Brasil4 , en donde se  destacó:

A la seguridad social como un derecho humano orienta-
do hacia la dignidad humana y pilar para la construcción de 
sociedades justas, con los principios de universalidad, inte-
gralidad y Equidad.

El carácter público opuesto o la mercantilización de la 
seguridad social y a la focalización de los derechos sociales. 

El trabajo decente como eje central para combatir la po-
breza y la desigualdad enfatizando el cumplimiento del con-
venio 102 de la oit, rechazando la precarización del trabajo 
y recuperar  el carácter redistributivo de la seguridad social.

En esta conferencia se propuso discutir la seguridad so-
cial como un concepto más amplio que incluyera la seguridad 
alimentaria, ambiental, y a la educación entre otros. 

La democratización de las instituciones y la participación 
social son un tema relevante en el desarrollo de los sistemas 
universales de seguridad social, donde la intervención de las 
comunidades y el sector académico y el establecimiento de 
mecanismos de contraloría social son fundamentales.

Estos son algunos de los aspectos centrales de las con-
clusiones de este evento internacional en el que participaron 
organizaciones sociales y gobiernos de más de 90 países.

En el seminario de la red sepa sobre Seguridad Social do-
cente, de mayo de 2015, se avanzó también en reconocer que 
las y los trabajadores de la educación  han jugado un papel es-
tratégico en las luchas por la seguridad social y que  para en-
frentar la ofensiva del capital transnacional y sus gobiernos es 
necesario desarrollar estrategias diferenciadas para generar 
conocimiento y capacidad propositiva en los sindicatos, tanto 
en el nivel del liderazgo, como en las bases, principalmente 
entre los jóvenes. 

Uno de los acuerdos del seminario es “la instrumenta-
ción de campañas nacionales e internacionales que coloquen 
en el centro la defensa del trabajo digno, nuestra oposición 
al despojo de derechos y al robo de nuestras pensiones, a la 
vez que señale claramente que estamos por una seguridad so-
cial, pública y solidaria, una seguridad social inclusiva, para 
beneficio no sólo de los trabajadores y trabajadoras, sino de la 
sociedad en su conjunto”. 5

Estamos convencidos de que las alianzas sociales y la ac-
ción internacional constituyen partes fundamentales en las 
estrategias para la defensa y mejoramiento de la seguridad 
social. Hoy la lucha por los derechos laborales y sociales re-
quiere proyectarse al conjunto de la población y particular-
mente a los trabajadores no organizados o precarizados. Hoy 
se requiere un amplio movimiento social y político que modi-
fique la correlación de fuerzas para que las acciones jurídicas 
y legislativas frenen o reviertan las reformas neoliberales y 
acabar con los privilegios económicos y fiscales de los gran-
des capitales nacionales y transnacionales que concentran la 
riqueza y amplían la pobreza.

Es fundamental que la lucha por la seguridad social recu-
pere como eje central el empleo decente; con estabilidad, con-
diciones de trabajo adecuadas, garantías laborales, libertad y 
democracia sindical. Con ello contribuir en la construcción de 
la agenda nacional  e internacional para el cambio del modelo 
económico y el régimen político que requieren nuestros pue-
blos para la construcción de una sociedad con justicia social y 
democracia.

5. Véanse conclusiones y propuestas, en este mismo número.

Foto: José Carlo González, La Jornada

4. http://forolaboral.com.mx/Conferencia-Mundial-Sistemas-SS.php
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Introducción

La consolidación de la seguridad social es el resultado de 
un largo proceso que se extiende desde los inicios del siglo 
pasado hasta la época presente. Hace su aparición desde 
el momento en que reducidos grupos de trabajadores de 
algunas actividades económicas se unen con fines de pro-
tección mutua, hasta y paulatinamente avanza a la protec-
ción de los trabajadores por cuenta ajena, después de los 
trabajadores independientes y posteriormente al amparo 
de toda la población contra los riesgos y contingencias, 
como la enfermedad, el accidente, la maternidad, la vejez 
y la muerte.

En el Perú, durante la segunda mitad de década de los 
noventa, se llevó a cabo una reforma institucional en la 
seguridad social en salud. Los cambios efectuados, sin em-
bargo, no alteraron la configuración global del sistema de 
salud, pero asignaron un papel complementario a las em-
presas privadas en el campo de la seguridad social. 

A pesar de las reformas efectuadas en nuestros sistemas 
de previsión y seguridad social, se mantienen problemas 
fundamentales para el desarrollo de la seguridad social en 
el Perú. Aún cuando en nuestro país, constitucionalmente 
se reconoce el derecho universal a la seguridad social, en la 
práctica existen regímenes de seguro social basados en la 
atención de los trabajadores dependientes y sus derecho-
habientes. En este sentido, se mantiene como un reto y una 
aspiración el acceso universal e integral a las prestaciones 
de seguridad social.

En el Perú adicionalmente se ha establecido el sistema 
de Seguridad Social en Salud mediante la Ley 26790 que 
reconoce el derecho de la población al bienestar y garantiza 
el libre acceso a prestaciones de salud a cargo de entidades 
públicas, privadas o mixtas.

La situación concreta permite ver que uno de cada cua-
tro peruanos mayores de 65 años no recibe pensión. Mu-
chos trabajadores no participan en los sistemas de jubila-
ción o previsionales (privado o público). Hoy no hay una 
garantía de un ingreso mínimo para todas las personas de 
tercera edad. Solo están garantizados aquellos que han lo-
grado cotizar un número de años, en trabajos formales y, 
en nuestro país predomina ampliamente la informalidad, 
el 85% del empleo creado es informal, sin cobertura de los 
sistemas pensionarios.

Contexto actual de la seguridad social

El sistema de Seguridad Social en el Perú se basa en la Cons-
titución Política que, en sus artículos 10 a 12, establece el 
derecho universal de toda persona a la Seguridad Social y 

el libre acceso de las personas a las prestaciones de salud y 
pensiones en entidades públicas, privadas o mixtas.

El sistema de seguridad social existente responde a un 
modelo mixto porque cuenta, en materia de pensiones, con 
un régimen contributivo de reparto y un régimen de capi-
talización individual. En el caso de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, el régimen es de naturaleza 
contributiva.

La estructura del sistema de seguridad social en el Perú 
comprende:

ESSALUD

EsSalud es un organismo público descentralizado, con per-
sonería jurídica de derecho público interno, cuya finalidad 
es dar cobertura a los asegurados a sus derecho-habientes 
a través del otorgamiento de prestaciones de prevención, 
promoción, recuperación, rehabilitación, prestaciones eco-
nómicas y prestaciones sociales que corresponden al ré-
gimen contributivo de la Seguridad Social en Salud, en un 
marco de equidad, solidaridad, eficiencia y facilidad de ac-
ceso a los servicios de salud.

EsSalud otorga a los asegurados y a sus derechohabien-
tes las siguientes prestaciones: 

• Prestaciones de prevención y promoción de la salud. 
Comprende la educación para la salud, evaluación y con-
trol de riesgos e inmunizaciones.

• Prestaciones de recuperación de la salud, brindando aten-
ción médica, medicinas e insumos médicos, prótesis y 
aparatos ortopédicos imprescindibles y servicios de re-
habilitación.

• Prestaciones de bienestar y promoción social que realiza 
actividades de proyección, ayuda social y de rehabilita-
ción para el trabajo.

• Prestaciones económicas (solo en caso de titulares), como 
los subsidios por incapacidad temporal, maternidad, lac-
tancia y prestaciones por sepelio.

• Prestaciones de maternidad: Consiste en el cuidado de la 
salud de la madre gestante y la atención del parto, ex-
tendiéndose al periodo del puerperio y al cuidado de la 
salud del recién nacido.

En este caso, como sucede con el magisterio, es el 
empleador quien afilia a sus trabajadores en el sistema. La 
empresa asume totalmente el pago del 9% por el seguro 
regular de todos los trabajadores que se encuentran en pla-
nilla y hayan optado por este servicio. 

El seguro independiente puede ser solicitado por una 
persona sóla o con su familia (hijos hasta los 18 años de 
edad y a los hijos mayores con incapacidad física).

La seguridad social en el Perú
Hamer Villena1

1. Secretario General del Sindicato Único de Trabajadores en la Educación 
del Perú – SUTEP-
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Sistema de pensiones

En materia de previsión social, existe el Sistema Nacional de 
Pensiones (snp) y el Sistema Privado de Administración de 
Fondos de Pensiones (spp). Las prestaciones que se otorgan 
por el Sistema Nacional de Pensiones son: Jubilación, Inva-
lidez, Supervivencia y Gastos de sepelio. No otorga ni pres-
taciones de salud, ni por riesgos de accidentes de trabajo.

La administración de los fondos del Sistema Nacional de 
Pensiones (sistema público), régimen del Decreto Ley No. 
19990 o snp; hasta 1993 estuvo a cargo del ipss. A partir 
de ese año se transfiere a la Oficina de Normalización Pre-
visional (onp). La onp es una institución pública descentra-
lizada del Ministerio de Economía y Finanzas, tiene fondos 
y patrimonio propios, autonomía funcional, administrativa, 
técnica, económica y financiera, constituyendo un pliego 
presupuestal. Las prestaciones que otorga el snp son cinco: 
jubilación, invalidez, viudez, orfandad, ascendencia.  

A su vez, en 1992 y a través del Decreto-Ley 25897, se 
crea como alternativa a los regímenes previsionales admi-
nistrados por el Estado, el Sistema Privado de Adminis-
tración del Fondo de Pensiones, estructurado a través de 
las Administradoras de Fondos de Pensiones (afps). El spp, 
a diferencia del Sistema Público de Pensiones, es un régi-
men de capitalización individual, en el cual los aportes que 
realiza el trabajador se depositan en su cuenta personal, 
denominada Cuenta Individual de Capitalización (cic), la 
misma que se incrementa mes a mes con los nuevos apor-
tes y la rentabilidad generada por las inversiones del fondo 
acumulado, como es el caso del magisterio.  En una co-
yuntura de inminente quiebra de los sistemas de pensio-
nes administrados por el Estado, con la creación del SPP 
se buscó establecer un modelo provisional autofinanciado 
que asegure el bienestar de los trabajadores y sus familias, 
cuando éstos alcanzaran la edad de jubilación o en la even-
tualidad de un siniestro como la invalidez o el fallecimiento.

Por lo que respecta al Sistema Nacional de Pensiones, la 

principal fuente de financiación de las prestaciones com-
prendidas en el Sistema de Pensiones la constituyen las 
aportaciones de los trabajadores (13% de la remuneración 
asegurable), a las que hay que añadir otras de menor im-
portancia -que de algún modo inciden en la recaudación de 
las AFPs- como son los rendimientos de intereses o los ca-
pitales de reserva.

El Sistema Privado de Pensiones, al igual que el Sis-
tema Nacional de Pensiones, y conforme a su método de 
financiación (capitalización) tiene sus fuentes de financia-
ción por los ingresos en las aportaciones de los afiliados 
y el rendimiento del capital por las inversiones realizadas. 
Las aportaciones de los afiliados equivalen al 8% de la re-
muneración, más un porcentaje por comisión que cobra 
cada AFP. Una de las fuentes más importantes de financia-
miento de las pensiones en el SPP es la rentabilidad. Los 
aportes mensuales efectuados por los trabajadores afilia-
dos forman parte del fondo que administra cada afp, y el 
cual es invertido en valores e instrumentos financieros en 
los mercados de capitales local y del exterior.

El SUTEP actualmente está solicitando un nuevo Ré-
gimen Pensionario para reemplazar al de la Ley 1990.
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El Gobierno de Nicaragua, otorgará jubilación y pensión por vejez a maestras de educación de cualquier 
nivel al cumplir 55 años de edad, siempre que acrediten haber cumplido con 750 cotizaciones. Mientras 
tanto, los maestros varones podrán jubilarse a partir de los 55 años, si acreditan 1 500 semanas cotizadas. 
También, los trabajadores de labores mineras al cumplir 55 años de edad siempre y cuando este haya 
realizado cotizaciones de 15 a más años. 

Para el cálculo de la pensión de vejez, la remuneración base mensual (salario base) de un asegurado 
será el promedio que resulte de dividir entre 250 la suma de los promedios de las 250 últimas semanas 
cotizadas o de las 250 anteriores a aquellas, según resulte mejor al asegurado, y multiplicar el cociente 
por el factor 4 1/3. Para estos efectos, las semanas subsidiadas se considerarán cotizadas.

Sin embargo los asegurados que acrediten más de 1 000 cotizaciones semanales y menos de 1 250 
la remuneración base mensual serán el promedio de las 200 últimas semanas cotizadas y si ha cotizado 
1 250 o más semanas será el promedio de las 150 últimas. Lo establecido en éste párrafo se aplicará 
siempre que beneficie al asegurado.

También es beneficiado quien se incorpora en el Seguro Social habiendo cumplido 45 años de edad. En 
este caso, deberá haber cotizado la mitad del tiempo comprendido entre la fecha de su incorporación y la 
fecha del cumplimiento de la edad correspondiente o de la última semana cotizada con posterioridad, con 
un mínimo absoluto de 250 cotizaciones semanales. Además, al asegurado que ha prestado sus servicios 
por quince o más años en forma continua en labores que signifiquen un desgaste físico o mental, ratificado 
por la Comisión de Invalidez, podrá rebajársele la edad para el disfrute de la pensión de vejez hasta los 
55 años.

Las prestaciones por pensión de Vejez cubren desde la pensión mensual vitalicia, asignaciones 
familiares hasta ayuda asistencial al pensionado que necesite la asistencia constante de otra persona

Las prestaciones de invalidez tienen por objeto cubrir a las necesidades básicas del asegurado y de 
las personas a su cargo. A su vez, promover la readaptación profesional del incapacitado y procurar su 
reingreso a la actividad económica.

Las prestaciones por pensión de Invalidez cubren desde la pensión de invalidez total o parcial, 
asignaciones familiares hasta ayuda asistencial al pensionado que necesite la asistencia constante de otra 
persona 

* Profesora Antonia del Carmen Vílchez Salinas, dirigente nacional de cgten-anden-fnt, actual Secretaria de Finanzas. 
Managua, Nicaragua.

Jubilación y pensiones por vejez, 
un logro más del gobierno de reconciliación y unidad nacional

Antonia Vílchez*
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Hoy en día en pleno siglo xxi la seguridad social en el 
mundo entero es algo de lo más inseguro que existe.

Ángel Guillermo Ruiz Moreno

Desde hace  más de treinta el años el mundo ha sufrido  cam-
bios en las políticas públicas que han adecuado las antes 
economías nacionales a los modelos impuestos por el Banco 
Mundial y el Fondo Monetario Internacional; en los países po-
bres y particularmente en los de América Latina las medidas 
implementadas en materia económica han causado grandes 
estragos en los derechos humanos y en el bienestar social de 
los trabajadores de los sectores público y privado.

La Seguridad Social,  reconocida en la Declaración de Fi-
ladelfia de la Organización Internacional del Trabajo  (1944)   
como derecho humano universal es uno de los más afectados,  
las medidas implementadas han avanzado en el abandono de 
un régimen en el que el Estado asumía la responsabilidad de 
brindar a su población servicios de salud, seguridad e higie-
ne en el trabajo, indemnizaciones, incapacidades, vacaciones, 
prestaciones, seguros de enfermedad, vejez y jubilación; para 
arribar a formas de ahorro individual donde cada trabajador 
asume la responsabilidad de generar su propia ”seguridad so-
cial” y  sufre los riesgos de que sus ahorros estén sometidos a 
la incertidumbre financiera.

En México el acceso a la seguridad social es el derecho 
social más rezagado, así lo refiere el informe 2014 del Con-
sejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(coneval) en donde se  destaca que el  61.2% de la pobla-
ción carece de éste y en la mayoría de las entidades federa-
tivas la mitad de sus habitantes no lo tienen garantizado. Para 
el Censo  de  Población y  Vivienda 2010 (censo más reciente) 
sólo  el 62.11% de la población asalariada tiene prestaciones 
laborales y/o sociales y para el Centro de Estudios de las Fi-
nanzas Públicas de la Cámara de Diputados al cuarto trimes-
tre de 2012 la cobertura de la seguridad social de la población 
ocupada se ha mantenido alrededor del 36 %  de 2009 al 2012

Con la creación en 1992 del Sistema de Ahorro para el 
Retiro (sar), el Estado Mexicano empieza a resquebrajar for-
malmente los derechos de los trabajadores a una Seguridad 
Social Integral y tres años más tarde (1995) esta tendencia se 
consolida con la reforma a la Ley del Seguro Social dejando en 
el pasado  de los trabajadores del sector privado el régimen 
solidario de pensiones e incorporándolos al modelo de cuen-
ta individual, esta política depredadora se concreta contra los 
trabajadores al servicio del Estado  con la reforma a la  Ley 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado (issste) en marzo del 2007, pre-
cisándose que los trabajadores que se incorporasen  después 
del primero de abril se someten también al modelo de cuenta 
individual.

La reforma a la Ley del issste

La ley del issste es de aplicación nacional a las Dependencias, 
Entidades, trabajadores al servicio civil, pensionados y fami-
liares de la Administración Pública Federal, el Congreso de la 
Unión, el poder Judicial, la Procuraduría General de la Repú-
blica, los órganos jurisdiccionales autónomos,  los órganos 
con autonomía por disposición constitucional.

La Ley  contempla la posibilidad de que los  gobiernos 
estatales y municipales celebren convenios con el issste para 
que sus trabajadores obtengan la afiliación al Instituto.

En las diferentes entidades federativas  existen escuelas 
privadas cuyo personal está afiliado al Instituto Mexicano del 
Seguro Social (imss) y sujeto a su ley reglamentaria, también 
existen trabajadores de la Educación en escuela privada que 
carecen de seguridad social.

En los 31  Estados de la República los trabajadores esta-
tales tienen  servicio de seguridad social designado por el mis-
mo Estado y están sujetos a la normatividad  expedida para 
tal efecto por ese nivel de gobierno, también existen casos de 
convenios donde el issste proporciona atención médica a los 

Acercamiento al modelo mexicano de pensiones a partir de la refor-
ma de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores al Servicio del Estado
Sofía Endoqui Maldonado1

1. Coordinadora General de Gestoría del Comité Ejecutivo de la Sección 9 
Democrática SNTE - CNTE. sofiaendoqui@prodigy.net.mx;  sofiaendoqui@
gmail.com

Fuente:  setebc wordpress
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trabajadores de la educación pero únicamente cotizan ser-
vicios médicos y no adquieren derechos de antigüedad para 
pensión.

 El sábado 31 de marzo de 2007 se publicó en la Diario 
Oficial de la Federación el Decreto por el que se expide la Ley 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado misma que entró en vigor  al día siguiente 
con excepción de 6 artículos  (referentes al régimen financie-
ro) que se reservaron para el primero de enero de 2008.

Durante varios años el gobierno mexicano había venido 
preparando el terreno para justificar las reformas al  sistema 
de seguridad social en nuestro país, su principal argumento la 
“evidente” quiebra del Instituto por lo imposibilidad de seguir 
manteniendo el régimen solidario de pensiones, la “salvación”  
convertirlas a cuentas individuales, prometiendo  no sólo  res-
catar las pensiones sino  la seguridad social en su conjunto. 
Sin embargo,  lo único que buscaba era acatar las indicacio-
nes del Banco Mundial que había  señalado que era necesario 
crear un sistema de pensiones para los trabajadores al ser-
vicio del Estado basado en la administración privada de las 
cuentas individuales.

Al momento de su entrada en vigor el personal en ser-
vicio pudo optar por acogerse al artículo décimo transitorio 
(régimen solidario de pensiones) o por la acreditación de bo-
nos de pensión del issste, base para la creación de su cuenta 
individual.

Los trabajadores que se encontraban fuera de servicio o 
se incorporaron a partir del 01 de abril de 2007 están sujetos 
al sistema de cuentas individuales.

Algunos aspectos que nos parece importante mencionar 
en relación a los dos sistemas de pensiones que coexisten en 
Ley de issste 2007 buscando nos permitan  tener claridad 
acerca de algunas de las muchas afectaciones de nuestros de-
rechos sociales son:

El artículo décimo transitorio establece a partir de 2010 
una edad mínima para jubilarse, misma que se va incremen-
tando cada dos años, hasta llegar en 2028 a 60 para hombres 
y 58 para mujeres. La ley de 1983 derogada con esta reforma 
no establecía edad mínima para jubilarse.  

El trabajo docente implica un fuerte desgaste físico y 
psicológico, con el establecimiento de edad mínima se incre-
mentan los años de servicio para poder jubilarse, situación 
que influye en la calidad de vida de los trabajadores y tiene 
repercusión directa en la labor educativa.

La formación de los profesores próximos a  jubilarse al 
momento de la reforma, es Normal Básica por lo que su ingre-
so al servicio se iniciaba alrededor de los 18 o 19 años de edad 
cumpliendo entonces el tiempo de cotización entre los 46 y 48 
años de edad, al implementarse la edad mínima en 2010 (49 
años), tenían el tiempo de servicio pero no cumplían la edad 
mínima, situación que los retiene hasta alcanzar la edad.

El sistema de cuentas individuales no contempla 
pensión de retiro y tiempo de servicio.

Décimo transitorio establece pensión por cesantía con edad 
mínima progresiva y diez años de servicio, la cuenta indivi-
dual establece que a partir de los 60 años con 25 de servicio 
se puede contratar seguro de retiro para tener cuenta vitali-
cia o realizar retiros programados. Situación que afecta a los 
trabajadores que por algún motivo se incorporaron con edad 
avanzada pues deberán acumular 25 años de servicio para te-
ner acceso a alguna forma de retiro.

La pensión por invalidez (enfermedad general) puede 
con el décimo transitorio gestionarse a partir de los 15 años 
de servicio con el 50% de pensión y ésta se va incrementan-
do con el número de años de servicio, en cuenta individual 
se puede obtener a partir de los 3 años de servicio  con una 
pensión única del 35%  que no se incrementa con los años de 
servicio.                            

Es necesario considerar que después de los veinte años 
de servicio el desgaste físico sufrido por los docentes se acen-
túa, incrementándose la frecuencia de diabetes, cáncer, enfer-
medades cardiacas, enfermedades psiquiátricas, problemas 
de audición y garganta, la reforma contempla únicamente el 
35% del sueldo base como pensión por invalidez, en contra-
posición con el régimen anterior que de acuerdo con la anti-
güedad se incrementaba el monto

Situación semejante se observa en la pensión por causa 
de muerte.

Con la ley derogada la pensión procedente de un riesgo 
de trabajo era vitalicia, actualmente sólo cubre hasta los 65 
años.

Sean estos puntos el referente que nos invite a una revi-
sión más profunda de las afectaciones que la Ley del issste 
2007 ha generado a sus afiliados en los diferentes aspectos de 
la seguridad social.

Foto: La Jornada Michoacán, Elio Henríquez y Lenin Ocampo
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Este análisis pretende hacer un repaso sobre el desarrollo de 
los sistemas previsionales en Costa Rica posterior a su conver-
sión en República a mediados del siglo XIX y hasta nuestros 
días, mostrando una preocupación permanente de parte de 
diversos actores por proteger a las personas en sus derechos 
más elementales, como lo es el derecho a una vejez digna.

Dentro de ese marco encontramos un desarrollo com-
plejo. No se optó por un sistema único sino que se crearon 
diversos regímenes en diferentes períodos, antes y después 
de la creación de la Caja Costarricense del Seguro Social (en 
adelante, ccss). 

Los sistemas previsionales se enmarcan dentro de un es-
pectro amplio como lo es la Seguridad Social y en este caso se 
pone énfasis en la dinámica ocurrida en relación con el Magis-
terio Nacional por la importancia que tiene para las trabajado-
ras y los trabajadores. 

La Seguridad Social abarca una serie de conceptos ade-
más de los tradicionalmente discutidos como lo son salud y 
pensiones. En Costa Rica  podemos identificarlos en el Capítu-
lo V de la Constitución Política (1949):

1º) se define la protección especial que tiene la familia 
(Art. 51), reforzándose la obligatoriedad de los padres a prote-
ger los hijos/as nacidos/as fuera de matrimonio, y el derecho 
a la identidad de los niños/niñas (Art.53). Por otra parte se 
asigna al Patronato Nacional de la Infancia la protección de la 
madre y de los/as  menores (Art.55).

2º) se define al trabajo como derecho social y se mandata 
al Estado procurar  que las personas tengan ocupación remu-
nerada e impedir que se establezcan condiciones que  me-
noscaben la libertad o la dignidad del hombre o degraden su 
trabajo a la condición de mercancía (Art. 56). Se define el de-
recho al salario mínimo y periódico por  jornada normal,  pro-
curando bienestar y existencia digna, y se mandata la creación 
de un organismo técnico para su fijación periódica: el Consejo 
Nacional de salarios de carácter tripartito (Art.57).

3º) se define la obligatoriedad del descanso, así como las 
vacaciones anuales pagas que no pueden ser menores a 2 se-
manas al año (Art.59) y se establece la indemnización en caso 
de despidos sin causa justa y que no cuenten con seguros de 
desocupación (Art.63).

4º) se mandata a los patronos a adoptar las medidas ne-
cesarias para la higiene y seguridad del trabajo (Art. 66).

5º) prohíbe la discriminación respecto al salario, ventajas 
o condiciones de trabajo entre costarricenses y extranjeros, o 
respecto de algún grupo de trabajadores (Art.68) y se man-
data la protección especial a las mujeres  y menores de edad 
(Art.71).

6º) se obliga al Estado a mantener un sistema técnico y 
permanente de protección a los desocupados involuntarios, 
mientras no exista seguro de desocupación (Art. 72).

7º) se establecen los seguros sociales en beneficio de 
los trabajadores/as manuales e intelectuales, regulados por 
el sistema de contribución forzosa del Estado, patronos y 
trabajadores a fin de proteger a estos contra los riesgos de 
enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás 
contingencias que la ley determine y se define la institución 
encargada de ello, la ccss (Art. 73).

8º) se define un financiamiento para la educación del 
8% del pib (Art.78), por Ley Nº 8954. Aunque este artículo 
no ha sido cumplido completamente, por su relevancia los le-
gisladores atendieron las propuestas sindicales de incluir en 
el sistema a todos los excluidos, garantizando una educación 
integral. 

9º) se establece el aguinaldo que consiste en un salario 
adicional (Ley Nº 2412, 1959).

Cuando nos referimos a la indemnización prevista en el 
Art. 63, hablamos de la cesantía que actualmente consiste en 
un 63.96% de un salario anual y se paga hasta 8 años (Códi-
go de Trabajo), salvo que en negociación colectiva se extienda 
(ello si se produce despido sin causa justa) y el otro 26.04% 
restante se convirtió en derecho real por Ley de Protección al 
Trabajador. 

El seguro de desempleo previsto en el  Art.72 no está de-
sarrollado. En vista que aún no se ha creado los sindicatos han 
solicitado la aprobación de una ley que permita no dejar en 
la indefensión a los trabajadores. La lógica sería crear fondos 
especiales que puedan ser manejados por el propio Ministerio 
de Trabajo. 

Dentro de los principios de protección a la madre y a los 
niños/as se establece la licencia por Maternidad, que consiste 
en 4 meses: en el sector privado (1 mes antes  y 3 meses pos-
parto), y en el Magisterio (2 meses antes y 2 meses después). 
Durante la licencia la CCSS paga el 60% del salario y la patro-
nal el 40%.

Salud y seguridad en el trabajo

Nos referimos a los accidentes de trabajo y enfermedades re-
lacionadas a cargo del Instituto Nacional de Seguros (en ade-
lante, ins) aunque ahora se pretende que exista competencia 
de aseguradoras privadas. Los patronos pagan las pólizas y 
el Código de Trabajo determina los mecanismos de pago de 
accidentes e indemnizaciones por hospitalización, muerte del 
trabajador, etc. En este caso la cobertura en salud y seguridad 
en el  trabajo es del 71.9%.

La seguridad social en Costa Rica: sistemas previsionales en materia 
de pensiones con énfasis en el magisterio nacional

Rodrigo Aguilar Arce1

1. Cofundador, Miembro del Consejo Asesor del Sindicato de Trabajadores y 
Trabajadores de la Educación Costarricense (sec).
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Sistema de salud 

Protege al cónyuge si no trabaja,  hijos/as  hasta los 18 años 
y con cobertura hasta los 25 que estudien y no trabajen. La 
contribución es tripartita: patronos 9.25%, trabajadores 
5.50%, y Estado 0.25%. La cobertura de los asalariados es 
del 69.8% y no asalariados del 89.4%. Se refleja en los datos 
una situación de evasión patronal, ya que una importante can-

tidad de trabajadores que se encuentran en la informalidad 
se inscriben como  trabajadores por cuenta propia dada las 
facilidades que otorga la ccss. 

Esta situación constituye un desafío para la clase trabaja-
dora costarricense, ya que además de la evasión, existe moro-
sidad de los entes patronales incluido el estatal, que en ciertas 
ocasiones cancela sus obligaciones mediante bonos cuando 
los servicios de salud requieren de recursos constantes para 

Fuente: Afiche Seguridad Social SEC
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la compra de equipos, medicamentos, construcción de hospi-
tales, etc. En síntesis, la situación prevaleciente apunta hacia 
un desfinanciamiento de la institución.

Sistema de Pensiones 

Surge a partir de la introducción de los sistemas nacionales de 
pensiones en la Constitución bajo los principios históricos de 
solidaridad,  subsidiaridad y carácter tripartito: trabajadores 
cotizan el  2.84% de sus salarios, los patronos 5.09% y el 
Estado 0.53%. La cobertura es del 63.5% en el caso de los 
asalariados y del 72.2% de los no asalariados inscriptos como 
trabajadores por cuenta propia. 

El perfil de beneficios de Régimen de 
Invalidez, vejez y muerte (IVM)  

Se requiere contar con 65 años de edad y haber cotizado  300 
cuotas, no obstante se reconoce un monto menor si cotizó 
al menos 180. También pueden pensionarse antes de los 65 
años: hombres con 62 y mujeres con 60, siempre y cuando 
hayan cotizado más de 400 cuotas. 

El régimen cubre en caso de muerte al cónyuge y también 
a hijos/as hasta 18 años, con cobertura hasta los 25 años si se 
encuentran estudiando y no trabajan. Las pensiones se calcu-
lan con un promedio de 20 años actualizado según la inflación.

Sistema multipilar 

Por Ley Nº 7983 de Protección al Trabajador (2000) se defi-
nió un sistema multipilar constituido por:

1º) El Régimen ivm y aquellos con cargo al presupuesto 
nacional, entre ellos los del Magisterio Nacional.

2º) El Régimen Obligatorio de Pensiones Complementa-
rias (ropc) que se financia con 1.5% (cesantía real), el 1.0% 
de la cuota que los trabajadores/as aportan al Banco Popular, 
el 0.5% cuota patronal al mismo banco, y el 1.5%  de la cuota 
patronal se paga al Instituto Nacional de Aprendizaje (ina) y 
al INS. Lo manejan operadoras privadas, así como las creadas 
por instituciones públicas como los bancos del Estado, por la 
CCSS,  y en el caso del magisterio tiene exclusividad la Opera-
dora de Pensiones del Magisterio.       

3º) El Régimen de Pensiones No Contributivas que se 
otorga a personas en situación desfavorable; mayores de 65 
años y en situación de pobreza y personas con discapacidades 
diferenciadas, etc. El financiamiento de este pilar procede de 
1- (95%) de utilidad neta de lotería electrónica, 10.35% de los 
fondos de Asignaciones familiares, recursos provenientes de 
impuestos sobre  licores, cervezas, cigarrillos y transferencias 
asignadas por Hacienda al Presupuesto Nacional.

4º) Régimen voluntario de pensiones manejado por ope-
radoras privadas.

Pensiones en el magisterio nacional

La Ley 2248 (1958) exigía un aporte de 5% de los salarios del 
Magisterio, 5% del patrono (Gobierno-Universidades) y 5% 
del Estado. Dichos recursos nunca se capitalizaron y se su-

ponía que cada uno aportaba a la retribución del 33% de las 
pensiones que se pagaban. Los trabajadores se pensionaban 
con 30 años de labor sin importar la edad, o 25 si habían labo-
rado 10 años en zona desfavorable. El monto de la pensión se 
calculaba con el promedio de los últimos 12 salarios. Algunos 
diputados incorporan a la ley el salario más alto, la reducción 
a 25 años si se laboraba 10 años con horario alterno, y hasta 2 
años a los administrativos y otros beneficios.  

La Ley 7268 (1991) formó parte de un acuerdo de las or-
ganizaciones magisteriales con el gobierno. Las reformas que 
se habían hecho a la ley 2248 imposibilitaba al magisterio pa-
gar el 33 % de las pensiones, por lo que se elevó al 7% la cuota 
de cada actor, se limitó el cálculo del beneficio a un promedio 
de los últimos 2 años, los que deberían ser trabajados en el 
magisterio, dejándose previsto elevar hasta el 9% la cotiza-
ción a los 2 años de promulgada si los estudios actuariales así 
lo determinaban.

LEY 7531

Fue aprobada en 1995 a pesar de la huelga prolongada y las 
enormes movilizaciones populares. Para el magisterio consti-
tuye una de las leyes más nefastas ya que varió en forma dra-
mática las condiciones anteriores, incrementando el número 
de años a trabajar mediante la exigencia de una extensión de 
cuotas a pagar, elevando el porcentaje de cotización y dismi-
nuyendo beneficios. La ley fue producto de un pacto entre los 
principales dirigentes del bipartidismo que aprobaron un tex-
to distinto al discutido, mediante un procedimiento contrario 
a la tradición democrática del país. Argumentaron que el ré-
gimen se había convertido en disparador del elevado déficit 
fiscal. 

Posteriormente con la Ley 7946 se disminuyeron los be-
neficios existentes y se elevó la cotización: hasta 2 salarios 
10%; de 2 a 4 el 12%; de 4 a 6 el  14%, y más de 6 salarios el 
16%.

Quienes superaran esa escala deberían pagar tasas abu-
sivas y confiscatorias, calificándolo como contribución solida-
ria. Esta ley obligó a todas las personas pensionadas con an-
terioridad a cotizar en la misma forma que los activos. Tener 
derecho a pensionarse requiere de 400 cuotas pagas y un mí-
nimo de 33.3 años de trabajo. El salario de referencia consiste 
en un promedio de los 32 mejores salarios de los últimos 5 
años de trabajo. 

El monto de pensión es el 80% del promedio. Quienes 
laboran 10 años consecutivos en zona rural o con horario al-
terno se les reconoce 4 meses por año sin exceder de 5. Se 
establece una escala porcentual adicional por cada año de 
postergación que en 5 años puede llegar al 100%.

Régimen de capitalización

Creado en un transitorio de la ley (1992) y mandatada me-
diante Ley 7531 (1995), comprende a quienes ingresaron al 
magisterio por primera vez  con posterioridad al 14/07/92 o 
que hubiesen nacido el 01/08/65 o posteriormente. La admi-
nistración del sistema y el manejo del  fondo es exclusivo de la 
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Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional in-
tegrada por representantes de sus organizaciones: sec–apse-
ande-adep-afup y colypro. 

Cotización: Beneficiarios 8%, Patronos 6.75% y Estado  
0.59%.

Perfil de beneficios: edad mínima 55 años, cotizacio-
nes: 396.

Monto vejez  60% del salario promedio, por las primeras 
240 cotizaciones. El mismo  aumenta en un 0.1%, del salario 
promedio, por cada cuota después de las primeras 240. Se 
consideran los montos salariales de la vida laboral, y se ac-
tualizan.

Conclusiones

Si bien para la mayor parte de la población el sistema básico 
previsional está a cargo de una institución emblemática como 
lo es la CCSS, y para otra parte más pequeña de personas (que 
trabajan o han trabajado en el sector público) existen diferen-
tes regímenes con cargo al Presupuesto Nacional, esa situa-
ción compleja mantiene en una problemática constante a los 
afiliados/as por los ataques constantes del sector empresarial 
y político que considera que los recursos que se pagan a los 
beneficiarios/as son costos que inciden en el déficit fiscal.

Para quienes están incorporados al Régimen de Capita-
lización, en el caso del Magisterio Nacional, la garantía de los 
que se pensionen a futuro va a depender del manejo que pue-
da tener la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional.

Quienes quedaron incorporados a la Ley 7531, si bien 
fueron drásticamente castigados, al momento de retiro del 
sistema educativo optan por postergarlo a efecto de poder te-
ner acceso a una mejor retribución.

Para quienes están cubiertos por el ROPC pueden decidir 
qué tipo de operadora maneje sus recursos, salvo el Magiste-
rio Nacional que tiene su propia operadora llamada “Vida Ple-
na”. Se puede acceder a información sobre los rendimientos 
que estas operadoras obtienen y las comisiones que cobran, 
lo que permite cambiar de operadora si así se considera per-
tinente. 

En el caso de quienes están adscritos al sistema de ivm 
de la ccss, tienen mayores problemas, una proporción impor-
tante trabaja informalmente (45%) según datos del Instituto 
Nacional de Estadísticas y Censos. Muchas de estas personas 
se inscriben como trabajadores por cuenta propia, con coti-
zaciones más bajas, y sin la cotización a la institución de los 
entes patronales, lo que indudablemente debilita el sistema, 
convirtiéndose en un importante desafío para la clase traba-
jadora del país. 
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La crisis económica que vive hoy el Ecuador es resultado de 
una conjunción de políticas gubernamentales y de una nueva 
crisis internacional, agravándose por la dependencia del pe-
tróleo, por el elevado endeudamiento y por los gastos buro-
cráticos y suntuarios en los que incurrió el gobierno. El prin-
cipal afectado, por el momento, es el presupuesto fiscal que 
ha perdido liquidez y llevó al gobierno a tomar medidas de 
ajuste a lo largo de este año. 

El gobierno pretende enfrentar la crisis brindando nue-
vas ventajas a la inversión privada (la Ley de alianzas público-
privadas es un ejemplo), la privatización de empresas públi-
cas (se empezó ya con la venta de estaciones de servicio de la 
empresa petrolera estatal), el alza del precio de combustibles, 
la creación de nuevos impuestos, reducción de trabajadores 
públicos entre otras medidas que coinciden con “recomenda-
ciones” dictadas recientemente por el Fondo Monetario Inter-
nacional.

Con la nueva Ley de “Justicia Social” aprobada por la 
Asamblea Nacional,  los trabajadores de Ecuador en los que 
están incluidos los maestros han sufrido una regresión en 
sus derechos. Las reformas afectan al Código de Trabajo y la 
Ley de Seguridad Social, no responden a los intereses de los 
trabajadores y por el contrario  afectan  a las pensiones por 
jubilación.

Por ejemplo, con la reforma al “Art. 234.- Mínimo de 
pensiones y su revalorización, se establece que: Las pen-
siones del Sistema de Seguridad Social se incrementarán al 
inicio de cada año en la misma proporción que la inflación 
promedio anual del año anterior, establecida por la entidad 
encargada de las estadísticas nacionales, incluidas las pensio-
nes mínimas y máximas”. 

Antes de esta reforma, las pensiones jubilares cada año 
tenían un aumento del 4,31% al 16,16% de acuerdo al monto 
de la pensión; mientras más baja era la pensión que recibía el 
jubilado, mayor porcentaje de incremento recibía permitién-
dole mantener su calidad de vida. 

Otro ejemplo es la Reforma al  “Art. 237.- Financiamien-
to.- El Estado Central será responsable y garantizará el pago 
de las pensiones del Sistema de Seguridad Social únicamente 
cuando el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social no cuen-
te con los recursos económicos para cubrir las obligaciones 
en curso de pago del Seguro General Obligatorio y del régi-
men especial del Seguro Social Campesino”... 

Con esto se elimina 40% de aporte del Estado anual que 
financia parte de las pensiones jubilares por vejez, poniendo 
en riesgo al fondo de jubilación  que según los estudios actua-
riales colapsará en el lapso máximo de 15 años. Este 40% que 

el Estado debía entregar al Fondo de Pensiones Jubilares esta-
ba debidamente financiado lo que significa que perjudicando 
al trabajador, se cubriría parte del déficit del Presupuesto Ge-
neral del Estado. 

Algo que hay que anotar es que de los recursos económi-
cos que provienen de los aportes de los afilados y jubilados y 
que son administrados por el IESS,  el 43,8% están invertidos 
en bonos y fideicomisos del Estado, es decir está a merced del 
gobierno que prepara más reformas a la Ley de Seguridad So-
cial en las que entre otras cosas se plantea eliminar la autono-
mía del IESS

La Organización Internacional del Trabajo (oit) en uno 
de sus informes  determina que si en Ecuador se suspende el 
pago del 40% será necesario la revisión de:

• La edad de la jubilación, 
• Modificar la base del cálculo de la pensión o 
• Aumentar el porcentaje del aporte
Las organizaciones sociales en unidad realizan diferentes 

acciones para frenar esas medidas.
Una de las acciones del gobierno ha sido apropiarse de 

los dineros de la seguridad social vía créditos, desconocim-
iento de la deuda del gobierno con el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social (iess) y con la decisión de reformar la Ley 
de Seguridad Social para lo cual cuenta con una mayoría de 
asambleístas que cumplen los mandatos del Presidente.

Para completar la exigua cesantía de los maestros en  
1960, mediante Decreto Ejecutivo No. 304 del 25 de octubre 
de 1960, publicado en el Registro Oficial No. 51 del 31 de 
Octubre de 1960, se facultó al Ministro de Educación para 
la suscripción del contrato referente al aumento del Seguro 
de Cesantía para los MAESTROS y empleados del ramo de la 
educación. 

Esta cesantía adicional se constituyó en un ahorro propio 
de los maestros pues el empleador no aportó un solo centavo 
y estos debían ser retirados al momento de la cesación de sus 
servicios.

El Fondo de Cesantía del Magisterio 
Ecuatoriano –fcme–  

En 1991 La une levanta el proyecto de crear un seguro previ-
sional cerrado, el  fcme con el propósito de generar la cultura 
del ahorro en los maestros para que al momento de su jubila-
ción tengan su recurso económico que coadyuve a mejorar su 
calidad de vida.

En el año 2005 por voluntad de los maestros los ahorros 
que eran administrados por el Instituto Ecuatoriano de Segu-
ridad Social por concepto de cesantía adicional del magisterio 
pasan a ser administrados por el fcme, institución privada 

Reformas a la Ley de Seguridad Social son una regresión 
de derechos para el docente y el trabajador ecuatorianos

Laura Isabel Vargas1

1. Vicepresidenta de la Unión Nacional de Educadores – une- del Ecuador, 
núcleo de Pichincha. lauravargastorres@gmail.com
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creada por los maestros para los maestros. La administración 
del Fondo ha sido reconocida por su transparencia y eficacia, 
pues son muchos los logros y servicios, incluyendo préstamos 
y programas de vivienda social. Los aportes de los docentes se 
llevaban en cuentas individuales, lo que impedía que alguien 
hiciera mal uso de los fondos.

El gobierno para obtener mayor liquides, se apropió tam-
bién de la mayoría de los fondos previsionales cerrados, 
que son propios de un sector de trabajadores que los abrie-
ron voluntariamente como una garantía adicional a su futu-
ro2. Desde el año 2014, con la reforma al Art. 220 de la Ley de 
Seguridad Social, se preparó el atraco especialmente dirigido 
al mayor de esos fondos, el Fondo de Cesantía del Magisterio 
Ecuatoriano.

La   reforma al artículo 220 justificaba de esta ma-
nera una clara expropiación de la institución creada por 
los maestros: “Los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados que en su origen o bajo cualquier modalidad hayan 

recibido aportes estatales, pasarán a ser administrados por el 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social a través de su Ban-
co, mediante cuentas individuales. Su gestión se sujetará a los 
principios de Seguridad, Transparencia, Solvencia, Eficiencia, 
rentabilidad y a las regulaciones y controles de los órganos 
competentes”.

Desde el año 2014 con la reforma del Art. 220 los funcio-
narios del Fondo de Cesantía documentadamente demostra-
ron que esta institución no recibió un solo centavo del Estado, 
que los maestros se afilaron de  forma voluntaria: Sin embar-
go, el 14 de mayo del 2015 se consuma el atraco a los ahorros 
de los maestros ecuatorianos. El gobierno, usando y abusan-
do  de toda la maquinaria gubernamental para saciar su ambi-
ción desmedida del poder, sin argumentos legales ni esperar 
el informe de la auditoría realizada para el caso, con la fuerza 
policial se toma las instalaciones y la Administración del Fon-
do de Cesantía del Magisterio Ecuatoriano cuyo patrimonio a 
esta fecha era de $402 millones de dólares usa.

 Por vías legales y de organización social, la lucha de la 
une para recuperar lo que pertenece a los educadores conti-
núa.

2. Tal vez se podrían comparar a cooperativas grandes o cajas de ahorros de 
trabajadores. No entraron en competencia con el sistema público y rechaza-
ron los intentos de privatización del mismo.

Foto: cortesía de María Boada
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Honduras es el blanco perfecto para implementar las políticas 
neoliberales que arrebatan los derechos de la clase trabaja-
dora, especialmente del magisterio. Quienes en 1970 con-
quistaron la  Ley de Jubilaciones y Pensiones del magisterio 
Nacional (inprema); recientemente reformada junto con los 
beneficios que en ella se establecen.

Visto como principio, el  Derecho  a la Seguridad según la 
Constitución de la República, en el Artículo No. 142, se crean 
en el país instituciones con la finalidad de cubrir las diferentes 
ramas establecidas en el convenio 102, ratificado por el go-
bierno hasta diciembre de 2011. Año, finalizando el Gobierno 
de Porfirio Lobo y Juan Orlando Hernández, en que se gestan 
una serie de leyes;  en su mayoría, estratégicas para disminuir 
y abolir los derechos de las trabajadoras y los trabajadores 
que, según consta en la legislación anterior, les protegía de 
mejor manera.

Contextualización

Muchas circunstancias han precedido para que el magisterio 
hondureño considere sus derechos disminuidos y en extremo 
aniquilados, principalmente los que conciernen a seguridad 
social. Para ello, la imposición unilateral de la Reforma a la Ley 

de inprema mediante Decreto No. 247-2011, es clave, argu-
mentando con falacias la búsqueda del equilibrio actuarial del 
Instituto, procedieron a la intervención mediante una Comi-
sión Interventora; estrategia que continúa de moda en el país. 

Al aplicar únicamente la carga de recuperación a los y las 
docentes; esta es incrementada, en forma unilateral e incon-
sulta, del 7% de aportación a un 8% hasta alcanzar el 9.5% 
en lo sucesivo, afectando el decimotercer y decimocuarto mes 
de salario. También, injustamente se incrementa en años de 
edad, pasando de 50 a 65, aumentando de la misma forma los 
años de servicio de 15 a 25. En síntesis, recurrieron a la  elimi-
nación de una jubilación digna, entre otros.

No siendo suficiente las modificaciones anteriores, impo-
nen la mal llamada “Reforma” a la Reforma. Vía Decreto No. 
267-2013 ejecutan  la mayor de las atrocidades e irrespeto al 
gremio sindical de educadoras y educadores,  amparados con 
la venia de expertos de la OIT. Con este segmento legislativo 
perpetran la aniquilación financiera de las Organizaciones 
Magisteriales. Profundizan la crisis ya que infieren en este 
articulado, entre otros puntos, la limitación de libertades sin-
dicales al exigir la pertenencia a un solo colegio profesional, 
así como reducción de la cuota sindical, que pasa de un 1%  
al extremo de 0.5% del sueldo base. De esta manera, condi-

La Federación de Organizaciones Magisteriales de Honduras 
en resistencia y lucha, frente a las reformas que socaban 

la seguridad social
MSc. Hilda Eunice Hernández1

Foto: Proceso Honduras
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cionan a una disminución obligada de la membresía de cada 
organización y además, la pérdida del fuero sindical.

Resistencia y lucha político-sindical y popular

En respuesta a tan viles atropellos, el magisterio hondureño, a 
través de la FOMH, realiza acciones de resistencia y propuesta; 
tales como interpelación de recursos legales, como es el recurso 
de Amparo ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia, declarado sin lugar. También, la denuncia ante la OIT 

 por violación a libre sindicalización y contratación colectiva; 
que sigue su lento trayecto y los mínimos resultados aún en 
espera. 

Se gestó, a la vez, el movimiento magisterial con protes-
tas, marchas, plantones. Ante el cual, el gobierno desata la más 
cruda persecución y criminalización del derecho a protesta, 
ejecutando variedad de acciones  militares y represivas, junto 
a  sanciones, suspensiones y despidos arbitrarios de compa-
ñeros y compañeras, que hasta la fecha siguen vigentes.

La plataforma de lucha nacional e internacional no ha 
sido suficiente para contrarrestar las estrategias de corte 
neoliberal que el anterior y actual gobierno han arremeti-
do hacia la liquidación de los derechos de las y los docentes. 
Nos mantenemos en pie luchando por la seguridad social 
que cada día se ve más afectada. Será hasta después del cum-
plimiento de los 3 años de su aprobación y aplicación, que  
podrán buscarse las reformas pertinentes; no obstante, para 
ello la voluntad política de las y los diputados del Congreso 
aún no existe. 

Es preciso apuntar que aunque nos asiste el derecho a 
tener calidad de vida durante nuestra etapa productiva y des-
pués de nuestro retiro, las políticas de estado no contrastan 
en lo absoluto. Nos enfrentamos a un discurso oficial en pro 
de crear mejores posibilidades; pero, en la realidad, a lo in-
terno solo se menoscaba cada uno de los derechos humanos. 
Es más, crearon recientemente una Ley Marco  de Seguridad 
Social que viene a poner en precario la protección social, afec-
tando a todo el conglomerado de la clase trabajadora.

Reiteramos, así, que la FOMH junto a otras fuerzas socia-
les del movimiento popular y nacional, no descansará en se-
guir denunciando, resistiendo e impulsando respuestas per-
manentes, creativas y oportunas en defensa de la educación 
pública y de nuestro pueblo, en general.
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Desarrollo de los derechos sociales y servicios 
de Canadá

Los derechos y servicios sociales se expandieron en toda la 
sociedad  canadiense a partir de 1940 a 1970. Particularmen-
te las y los maestros y educadores a todo nivel se beneficiaron 
de estas mejoras. Los beneficios sociales incluyeron la aten-
ción médica universal pagado por el estado, las pensiones de 
seguridad social para todo trabajador empleado en el sector 
formal y también se expandió el seguro de desempleo en caso 
que el/la trabajadora se quedara sin trabajo o  inhabilitado/a 
para trabajar. 

A mediados de los  años 70 hasta los 80, el sector público 
de trabajadores en Canadá, incluyendo al magisterio, obtuvo 
el derecho a los pactos colectivos. A pesar de que en la prime-
ra fase de la cobertura de la seguridad social toda la sociedad 
canadiense se benefició, el magisterio especialmente, una vez 
que ganara el derecho al pacto colectivo, negocio otros benefi-
cios sociales ya dentro de los pactos colectivos. 

Es importante tomar en cuenta que la educación en Ca-
nadá es enteramente la responsabilidad de los gobiernos pro-
vinciales y/o territoriales.  El gobierno nacional o federal casi 
no juega ningún papel en la educación. Como resultado de 
esto, tenemos 13 sistemas educativos en las 10 provincias y 
3 territorios; y por lo tanto, cada provincia y territorio cuenta 
con sus respectivos sindicatos. En este reporte, tratamos de 
generalizar el impacto de la agenda neoliberal en el magiste-
rio canadiense, pero con el entendido de que hay diferencias 
de provincia a provincia. 

El ataque neoliberal a los servicios y derechos 
sociales  

El ataque neoliberal a los derechos sociales y a los beneficios 
se convirtió en el foco de atención del gobierno nacional en 
1990 y consistió en varios elementos:

Los tratados de libre comercio, siendo uno de los más 
importantes  el Tratado de Libre Comercio de Norte América 
(tlc) entre Canadá,  los Estados Unidos de América y  México.

El tlc  Norteamericano fue promovido por las corpora-
ciones como una herramienta hacia la competencia econó-
mica, asegurando que Canadá se beneficiaría con la creación 
de trabajos. Sin embargo, el tlc se concentró en los derechos  
sociales por las siguientes razones: 

Presionó para que se recortaran los servicios sociales, 
debido a la competencia con la demanda de bienes produ-
cidos en los Estados Unidos, lo que provocó la reducción de 
servicios sociales en Canadá, tales como la seguridad social 
a los jubilados y la cobertura médica. Tales recortes llegaron 
incluso a niveles más bajos que en los Estados Unidos.  

EL tlc por primera vez  incluyó servicios sociales en un 
acuerdo económico, ya que tradicionalmente se enfocaba úni-
camente en el intercambio de productos. Esto permitió que 
servicios como la educación y otros se abrieran para ser po-
tencialmente privatizados  y mercantilizados como servicios 
que se pueden intercambiar como cualquier otra mercancía. 

 
Rebaja a los impuestos a las grandes 
empresas y a los ricos

 La demanda neoliberal para rebajar impuestos a través de 
cortar algunos y trasladar otros de las corporaciones a indivi-
duos y, a la vez, la reducción  de impuestos a nivel individual a 
las personas más ricas de la sociedad. 

El recorte de impuestos de ganancias de tarifas y los im-
puestos por ingreso y corporativos fueron una excusa para re-
ducir los servicios públicos.  Paul Martin, Ministro de Finanzas 
del gobierno del Partido Liberal en 1990, impuso presupues-
tos que cortaron servicios a nivel nacional y redujo la cantidad 
de dinero transferido a las provincias para cubrir gastos en los 
sistemas de salud, educación superior y otros servicios. 

Con la reducción de transferencias del gobierno nacio-
nal, los gobiernos provinciales recortaron servicios. También 
hubo un ataque a los sindicatos que representaban al sector 
de trabajadores públicos, por lo que el gobierno proveyó me-
nos servicios y redujo los salarios y las condiciones laborales 
de los trabajadores.   

En Columbia Británica, este ataque abarco a todo el sec-
tor público, pero el magisterio y la educación pública han sido 
un blanco constante. El gobierno neo-liberal de la provincia 
aprobó una ley que unilateralmente elimino del acuerdo co-
lectivo de la bctf, las provisiones donde los maestros tenían el 
derecho de negociar el  y número y composición de estudian-
tes por clase y otras provisiones. 

La respuesta social de las y los  trabajadores y 
los sindicatos 

Cinco estrategias utilizadas en Canadá:
Las huelgas son una herramienta importante que utilizan 

los sindicatos. El magisterio en Columbia Británica, Ontario y 
Quebec han hecho uso de estas. Algunas huelgas han sido bas-
tante largas –como en el caso de Columbia Británica que dio 
inicio  a principios de junio hasta los finales de septiembre en 
2014. Algunos sindicatos  han hecho uso de las huelgas limita-
das o rotativas como forma de presión. La efectividad de  estas 
ha sido limitada y lo que se ha ganado ha sido más bien la pro-
tección de derechos y servicios que iban a ser recortados, más 
que el abrir nuevos caminos. 

Retar a los gobiernos a través de las cortes también han 
sido una estrategia importante, aunque los costos legales 
han salido muy caros para las organizaciones magisteriales.  

Seguridad social del magisterio canadiense
 Jim Iker1

1. Presidente de la British Columbia Teachers´ Federation  (BCTF)
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La Corte Suprema de Canadá recientemente emitió un juicio 
donde destaca que el acuerdo colectivo y el derecho a huelga 
son derechos que tienen los trabajadores garantizados en la 
Carta Canadiense de Derechos y Libertades.  

La bctf gano dos juicios en la Corte Suprema de la Provin-
cia de British Columbia que dictamino que el gobierno provin-
cial actuó ilegalmente cuando elimino provisiones estipuladas 
en el acuerdo colectivo, ordenando al gobierno  corregir la si-
tuación. Luego de esta decisión, el gobierno provincial apelo, 
y la Corte de Apelaciones  revocó la decisión. Actualmente la 
bctf está apelando el caso en la Corte Suprema de Canadá.  

Más casos presentados por los sindicatos están actual-
mente en proceso ante las cortes. Todos estos casos están 
retando las decisiones de sus gobiernos provinciales y/o fe-
deral por tratar de revocar unilateralmente compromisos es-
tipulados en los acuerdos colectivos. El gobierno conservador 
a nivel federal, por ejemplo, introdujo leyes que eliminan el 
derecho a tomar días libres en caso de enfermedad, de los pac-
tos colectivos de los sindicatos de los trabajadores en el sector 
público a nivel federal. 

Los sindicatos ingresaron a la arena política, apoyando 
candidatos y, en algunos casos, partidos políticos. Las legis-
laturas provinciales en Canadá tienen mucho  impacto en el 
marco legal  de la educación y los derechos de los trabajado-
res. El Partido Social Democrático (NDP) ganó las elecciones 
provinciales recientemente en  la provincia de Alberta, una 
provincia gobernada por el partido conservador por seis dé-
cadas. Una acción inmediata que tomo el nuevo gobierno de 
Alberta fue cancelar el recorte de cientos de millones de dóla-
res que el anterior gobierno había anunciado. Este resultado 
sin embargo, es una excepción en comparación a la situación 
en las otras provincias. 

El vínculo con otros grupos que apoyan los servicios pú-
blicos es una forma de fortalecer la presión ejercida sobre los 
gobiernos para mantener y mejorar los servicios públicos. 

Para los sindicatos magisteriales estar afiliados con el 

resto del movimiento laboral es importante para estar fuertes 
durante las huelgas, pero también para compartir valores y la 
forma organizativa que todos los sindicatos tienen en común. 

Al trabajar con otros grupos en la comunidad educativa, 
por ejemplo con las organizaciones de los padres/madres de 
familia y grupos estudiantiles, puede ayudar a que los gobier-
nos entiendan que los maestros y maestras no estamos solos y 
no somos los únicos que exigen que existan recursos para una 
educación de calidad. 

Los sindicatos también han utilizado a los medios para 
ganar la comprensión del público y el apoyo a la posición de 
los maestros y maestras.  

Se han utilizado los medios tradicionales como la tele-
visión y los periódicos, en ambos se han pagado anuncios y 
se ha buscado cobertura sobre los temas, así como también 
contactos. 

Durante la huelga de 2014 en Columbia Británica, los 
medios sociales fueron claves al nivel comunicativo. El presi-
dente de la bctf  sostuvo conferencias de prensa que fueron 
transmitidas en vivo utilizando los medios sociales con una 
audiencia de 30,000 personas en momentos claves a través el 
proceso. Esto permitió a los maestros obtener información di-
rectamente del sindicato, en lugar de depender de los medios 
comunicativos comerciales. 

Cientos de maestros y maestras estuvieron muy activos 
en los medios sociales —utilizando Facebook y Twitter, en 
particular— durante la huelga. Esto no solamente ayudo a te-
ner mayor alcance y llegar a más personas,  también valido al 
sindicato como la voz del magisterio, esto en respuesta a la 
quejas del gobierno de que  el sindicado no representaba la 
posición de sus miembros.  

El dominio de las ideas neoliberales y sus prácticas no 
son fáciles de derrotar. Una sola estrategia o una sola organi-
zación no pueden  enfrenarse con  éxito a este dominio. Las 
estrategias múltiples y la solidaridad a nivel laboral y social 
son esenciales y clave en esta lucha. 

Foto: Manifestación de maestros y maestras y sus aliados frente al parlamento de Columbia Británica, 16 de junio de 2014. (T. Sprackett)
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Sistema Previsional Argentino:

Una breve síntesis de la historia del Sistema Previsional Ar-
gentino, da cuenta de las concepciones de quienes condujeron 
el Estado Argentino  en diferentes etapas de la historia, como 
así también la relación entre el Estado y las mayorías popu-
lares.

1900 – 1943

Creación de las primeras cajas de jubilación para empleados 
de la administración, ferroviarios, bancarios, compañías de 
seguro, periodistas, gráficos, marinos mercantes y aeronáuti-
cos. La cobertura quedó acotada sólo a un conjunto relativa-
mente privilegiado de asalariados.  Las cajas de jubilación se 
regían por la lógica de la capitalización individual: los apor-
tes y contribuciones se destinaban a engrosar un fondo que 
financiaría las prestaciones una vez efectuado el retiro del tra-
bajador de su vida laboral.

1944 – 1955

Masificación de la cobertura legal, extendiéndose al conjunto 
de los trabajadores incluyendo a los de comercio, industria, 
rurales, independientes, profesionales y servicio doméstico. 
Hacia 1954, con la sanción de la Ley 14.370, se produjo un 
cambio sustancial en la naturaleza del régimen cuando se asu-
mió la lógica de reparto como principio estructurante.  El régi-
men pasó a basarse en la solidaridad intergeneracional como 
lógica de financiamiento.

1955 – 1966

En 1958 se sancionó la Ley 14.499 con la que se determinó 
que el haber de la jubilación ordinaria sería equivalente al 
82% móvil de la remuneración mensual asignada al cargo, 
oficio o función del afiliado. En esta etapa también comenzó 
a producirse un distanciamiento entre la cobertura legal y la 
realmente existente. El sistema comienza a tener problemas 
de financiamiento.

1966 – 1975

En 1969 se realizó una reforma del sistema previsional a tra-

vés de las Leyes 18.037 y 18.038. Las diversas cajas existentes 
se unificaron en sólo tres correspondientes a trabajadores au-
tónomos, del Estado y de la industria, controladas por el Es-
tado. Se elevó la edad de acceso a los beneficios, en el caso de 
los trabajadores en relación de dependencia, pasó a ser entre 
55 y 60 años y, en los autónomos, entre 62 y 65 años.  Se fijó 
que los haberes jubilatorios estarían asociados con la historia 
laboral de cada trabajador. La reforma implicó que la distribu-
ción del ingreso entre la población pasiva estuviera vinculada 
directamente con la distribución existente en la vida activa, lo 
que sostuvo las desigualdades entre los estratos ocupaciona-
les más privilegiados y aquellos con ingresos medios o bajos.

1976 – 1983

La dictadura militar en 1980 logró impulsar una reforma pro-
fundamente regresiva sobre el sistema previsional, que buscó 
sostener su financiamiento en base a los recursos de las capas 
medias y bajas. Esta transferencia de recursos se concretó a 
través de la eliminación, en 1980, de las contribuciones pa-
tronales y su reemplazo por recursos públicos recaudados a 
través de la ampliación del Impuesto al Valor Agregado (IVA), 
socializando los costos del sistema previsional.

1983 – 1989

Hacia mediados de los años ochenta, ya con la recuperación 
de la democracia, se aplicaron algunas medidas tendientes 
a revertir los problemas financieros y el cariz regresivo del 
sistema previsional como, por ejemplo, a través de volver a 
establecer las contribuciones patronales. A pesar de esto, la 
fragilidad financiera del sistema jubilatorio persistió y se pro-
fundizó.

1989 – 1994

La persistente informalidad laboral, la evasión impositiva y 
el envejecimiento poblacional  agudizaron los problemas de 
financiamiento hasta alcanzar su máximo punto crítico a me-
diados de los años ochenta. En este contexto, el sistema previ-
sional público fue evidenciando su incapacidad para cumplir 
eficazmente con la cobertura estipulada, lo que implicó una 
creciente pérdida de credibilidad en el sistema para el con-
junto de la población. En este contexto, la ofensiva neoliberal 
ganó consenso en el cuestionamiento del principio de reparto, 
criticándolo por ineficiente e insostenible en el tiempo.

Un logro: la recuperación del régimen especial de jubilaciones 
y pensiones para el personal docente en Argentina

Jorge Molina, Nestor Silva y María Dolores Abal1

1.Jorge Molina. Secretario de Asuntos Previsionales Junta Ejecutiva de ctera: 
jorgemolina1962@hotmail.com.  Nestor Silva. Vocal Junta Ejecutiva de CTE-
RA y colaborador de la Secretaría de Asuntos Previsionales. nestors08@
hotmail.com. Colaboración de María Dolores Abal Medina.



Marzo 2016, Intercambio  8 21

1994 – 2008

La reforma previsional  realizada en 1994 (Ley 24.241) 
significó la adopción de un sistema de carácter mixto en 
el que, aquellos trabajadores que al ingresar al mercado 
de trabajo formal no realizaban ninguna opción jubila-
toria iban al sistema privado. La reforma, al trastocar la 
lógica de solidaridad intergeneracional como su único 
principio constitutivo, incluyó la capitalización indivi-
dual como un elemento central de la futura jubilación del 
trabajador. En estos años, la cobertura se redujo signifi-
cativamente.

Desde 2008

La re-estatización del sistema jubilaciones realizada a fi-
nes de octubre de 2008 significó la recuperación del sis-
tema previsional en manos del Estado nacional, implicó 
que los fondos que administraban las afjp fueran traspa-
sados hacia las arcas de la Administración Nacional de la 
Seguridad Social (anses).

En octubre de 2008 se sanciona la Ley 26.417 de 
Movilidad Jubilatoria determinó que los haberes jubila-
torios se ajustarían en los meses de marzo y septiembre 
de cada año en base a la evolución de un índice elabora-
do para este fin específico: el índice  combina la variación de 
los salarios con el incremento de los recursos tributarios por 
beneficiario.

Sistema jubilatorio docente

La ley especial de Jubilación Docente actual Ley 24.016, esta 
nutrida de antecedentes similares al sistema jubilatorio gene-
ral y ha tenido  un derrotero que también puede dar cuenta 
de la concepción de la seguridad social en distintos tiempos 
históricos como así también las relaciones del sector con el 
Estado.

El régimen previsional Argentino, mediante el sistema 
de seguro social encuentra el primer antecedente asociado al 
régimen para trabajadores docentes nacionales. Desde 1884 
con la Ley 1.420 de “educación común”, popularmente co-
nocida como de “Ley educación libre, gratuita y obligatoria” 
(artículos 31 a 34) el sector tiene un régimen jubilatorio que 
abarca a los preceptores de las escuelas nacionales, fue de 
muy corta duración y prácticamente careció de aportes ya que 
apenas destinaba el 2% del salario del trabajador a financiar 
el régimen.

La Ley 4.349 de 1904 incluyó a los docentes en el inciso 
2 del artículo 2, mientras que el artículo 18 estableció que “La 
jubilación ordinaria se otorga al empleado que haya prestado 
cuanto menos treinta años de servicios y tenga cincuenta y 
cinco ó más años de edad”.

El “Estatuto del Docente” – Ley 14.473/58 – determinó 
que para acceder al beneficio jubilatorio eran necesarios 25 
años de servicios con aportes sin límite de edad. También, es-
tableció un régimen diferencial de movilidad jubilatoria para 

los docentes nacionales, ambos beneficios fueron derogados 
por la Ley 18.037/68 incorporando a los docentes al régimen 
general. Esta ley del Régimen Nacional de Previsión Social  
(régimen  de  reparto y con determinación del haber con por-
centuales sobre las remuneraciones en actividad)  contenía  
un  artículo  particular  que establecía el régimen especial do-
cente (art. 29) dentro del  marco  de  la  normativa  general  
para  los trabajadores  dependientes.  Al  dictarse  el  régimen 
especial previsto en la ley 23.895/90  se desvincula al régi-
men docente de la normativa general (ver decreto 473/92) y 
se establece el derecho al 82% móvil

A partir de los años 90 las ideas de cambio en los siste-
mas de previsión influyen para que, durante  el año  1991,  a  
efectos  de  preservar determinados colectivos  laborales  de la 
futura privatización, se dicten  una  serie  de regímenes  espe-
ciales  y  otros  se ratifiquen. Estos son:  Régimen previsional 
para docentes (ley 24.016/91), y para  funcionarios  del  Poder 
Judicial, funcionarios del Poder Ejecutivo y  Tribunal de Cuen-
tas de la Nación y Legisladores  nacionales  (ley 24018/91). Se  
encuentran también comprendidos  en  esta ley el  Presidente, 
Vicepresidente de la Nación  y  los Jueces de la Corte Suprema 
de Justicia. Desde 1983 contaban con regímenes  especiales  
los investigadores,  científicos  y  técnicos  (leyes 22.929/83,  
23.026/83 y 23.629/83), y los funcionarios  del  servicio exte-
rior (ley 22.731/83).

En 1993 se sanciona la ley 24.241/93 que instaura el  
sistema  de  capitalización  individual, creándose Sistema In-
tegrado de Jubilaciones y Pensiones (sijp) y permitiendo a 
trabajadoras y trabajadores optar por el sistema de reparto 

Fuente: CTERA
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o las AFJP. En su artículo 168 dice  textualmente:  «Derogase  
las  leyes 18037/68 Régimen Nacional de  Previsión Social  y 
18038 Régimen de  jubilaciones y pensiones  para  los traba-
jadores  autónomos, sus complementarias y modificatorias  
con  excepción del artículo  82  y  los artículos 80 y 81....» y en 
su artículo 191 dispone:»Las normas  que  no  fueran  expre-
samente  derogadas mantienen su plena vigencia». Ninguna  
duda  cabe  que  los  regímenes  especiales mencionados  en  el  
punto  anterior no eran leyes complementarias ni modificato-
rias del régimen general, por el contrario de su simple lectura 
se infiere que son regímenes autónomos  sin vinculación con 
la normativa general. En especial el régimen docente ya esta-
ba desvinculado del régimen de la ley general con anteriori-
dad a la sanción de la ley 24.016. Tampoco estas leyes estaban 
expresamente  derogadas  en  el texto legal, como lo imponía 
el artículo 191 citado.

Frente a esta realidad el Poder Ejecutivo resuelve dero-
garlas mediante el decreto 78/94 (B.O. 24.1.94). En la mis-
ma norma se deroga el artículo 52 de la ley 14.473(Estatuto 
del Docente Nacional). Con esta  medida se admite que la ley  
24.241  no  había derogado  los  regímenes  especiales  y  que  
era necesario dictar un decreto. El  decreto  se  consideró  in-
constitucional en todas las instancias judiciales y el criterio 
se ratifica por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (caso 
Craviotto).

En el año 2002 el Poder Ejecutivo Nacional envía al Con-
greso una ley que deroga expresamente todos los regímenes 
especiales, incluyéndose la ley 24.016. Analizado en la Cámara 
de Diputados se resuelve no incluir, y por lo tanto no derogar,  
las  leyes correspondientes a investigadores, científicos, téc-
nicos y a docentes, e incluir el régimen especial de obispos y 
arzobispos. Con los mismos términos la ley se  sanciona  en  
el Senado  derogando expresamente las leyes 22.731  (para  
servicio  exterior), 24.018 (para  funcionarios del Poder Ejecu-
tivo, del Poder Judicial y Legisladores) y 21.540 (para obispos 
y arzobispos). Por  decreto  2322/02  (B.O.  19/11/02)  el  Po-
der Ejecutivo veta el proyecto casi en su totalidad, admitiendo  
sólo  la  derogación  del  régimen  especial para  legisladores  
y  altos  funcionarios  del  Poder Ejecutivo. A nuestro  juicio,  
se  seleccionaron  aquellos regímenes que corresponden  a  
cargos  que  por  su propia naturaleza  son temporarios  y  no  
gozan  de estabilidad alguna por su carácter político. A pesar  
de la clara manifestación de voluntad de los legisladores  y  del  
ejecutivo, el decreto 78/94 no se derogó. 

En el año 2005 la Corte Suprema de Justicia dicta el  Fallo 
“Gemelli” ratificando que la  ley  24.016  nunca fue derogada 
y está plenamente vigente. En ese mismo año  se  dicta el de-
creto 137/05 que reconoce la plena vigencia de la ley 24.016, 
comenzándose a percibir  la cotización personal de 2% por 
encima del aporte personal general. Se constituye un fondo  
especial para el pago de los haberes previsionales docentes.

A modo de conclusión podemos decir que el sistema ju-
bilatorio docente, en la actualidad es un sistema fragmentado. 
Por un lado están las provincias que tienen sus propias cajas de 

jubilación y los docentes acceden a su jubilación en diferentes 
condiciones dependiendo de cada provincia. Por el otro lado la 
Ley 24.016 que recobra su vigencia en el 2005 con el Decreto 
137 como corolario de una larga lucha sindical emprendida 
por ctera, donde los docentes de 11 provincias que habían 
trasferido sus cajas previsionales  son incluidos en esta ley.

Para los docentes de estas 11 provincias la recuperación 
de este régimen especial ha significada un avance importantí-
simo, ya que de no ser así se estarían jubilando con más edad 
(60 las mujeres y 65 los varones) y con porcentajes mucho 
menores al 82 % al momento del cese.

Las condiciones de jubilación que establece la ley 24.016 
denominada Ley de Jubilación Docente son: 

La edad mínima de retiro en 57 años para las mujeres y 
60 años para los varones.

Los años de servicios con aportes requeridos en 30 años 
si el docente estuvo menos de 10 años de ellos al frente de 
alumnos o 25 años de los cuales al menos 10 años deben ser 
al frente de alumnos.

Los servicios docentes efectuados en otra jurisdicción o 
en escuelas privadas debidamente reconocidos serán acumu-
lados en igualdad de condiciones con los del régimen nacional.

Los servicios en escuelas de ubicación muy desfavorables 
o de educación diferencial se computarán a razón de 4 años 
por cada 3 años prestados efectivamente.

El haber mensual se fija en el 82% móvil del haber de 
cese en la actividad.

A esto hay que sumarle la Ley 26.417 de Movilidad Jubi-
latoria y la Remuneración Imponible Promedio Docente (rip-
doc) que establecen dos movilidades en el año en los meses 
de marzo y septiembre que actualizan el haber en función de 
los aportes generados por los docentes activos que pertene-
cen a la ley 24.016.

Es importante subrayar que quienes se jubilan en las pro-
vincias que no transfirieron sus cajas jubilatorias, lo hace de 
igual manera a lo planteado en la ley 24.016 o en mejores con-
diciones. Por lo tanto la ley que con el esfuerzo colectivo puso 
en vigencia ctera se ha transformado en un piso de derechos 
para las y los jubilados/as docentes.
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Después de tres días de análisis, con la participación de 43 
delegados de organizaciones sindicales y sociales de traba-
jadores de la educación, de expertos en temas de seguridad 
social desde una perspectiva crítica, provenientes de trece 
países. Habiendo escuchado las relatorías de los tres gru-
pos de trabajo, los participantes en el Seminario, arribamos 
a las siguientes conclusiones y propuestas:

1.- Las reformas neoliberales a la seguridad social, se 
imponen bajo lineamientos del Fondo Monetario Interna-
cional y el Banco Mundial, utilizando el condicionamiento 
a nuevos préstamos ante las deudas de los gobiernos de 
los países, obligándolos a recortar el gasto público y como 
parte de una ofensiva internacional para apropiarse de los 
fondos de las pensiones y la seguridad social, mercantilizar 
los derechos sociales y despojar de sus derechos a los tra-
bajadores. En los condicionamientos internacionales, inter-
vienen también organismos como la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde).

La firma de Acuerdos de Libre Comercio condiciona a 
la privatización de derechos como el de educación, salud, 
seguridad social y otros. Es el caso del  Tratado de Libre 
Comercio para América del Norte (nafta por sus siglas en 
inglés)  y el Tratado de Libre Comercio para Centro Améri-
ca (cafta por sus siglas en inglés)

2.- Identificamos una heterogeneidad en los sistemas 
de seguridad social en la cobertura de los seguros que pro-
tegen la fuerza laboral y su familia, en el manejo público, 
privado o mixto de los ahorros de los trabajadores para su 
jubilación, en el monto de las jubilaciones, en los seguros 
médicos, de maternidad, por accidentes de trabajo, incapa-
cidad, etc.;  pero una clara tendencia hacia la individualiza-
ción de las pensiones, a la entrega de los ahorros a la banca 
privada para su enriquecimiento, el deterioro de las pensio-
nes, en sus montos; en la elevación de la edad de jubilación, 
de los años de servicio y cotizaciones;  en la eliminación de 
conquistas históricas de las mujeres que tenían el derecho 
a jubilarse en edades más tempranas que los hombres; y 
una intencional omisión de la rendición de cuentas sobre 
los fondos de pensiones acumulados en las últimas cinco  
décadas.

3.- Un tema relevante en el análisis de los sistemas de 
seguridad social, es la disminución de su cobertura deri-

vada de la precarización, tercerización e informatización 
del empleo; lo que representa el abandono del Estado en su 
función social, estimulando el mercado privado de los segu-
ros y promoviendo un paquete básico de seguridad social, 
pensiones universales a cargo de los impuestos eliminado 
la obligación empresarial de contribuir a las pensiones de 
los trabajadores.

4.- Reconocimos las luchas particulares y generales que 
se han desarrollado en el Continente en defensa de las ju-
bilaciones y la Seguridad Social. Destacan los movimientos 
sociales como el de Panamá, Venezuela y Argentina, que 
lograron frenar las recetas neoliberales y donde los go-
biernos progresistas lograron revertir o frenar la imposi-
ción de los sistemas privados de capitalización individual y 
mantener los derechos magisteriales a un retiro digno,  se 
apreció también  que desde Canadá hasta la Patagonia, las 
jubilaciones y la seguridad social son temas de relevancia 
social y económica donde el magisterio ha jugado un papel 
estratégico en su defensa. 

5.- Coincidimos en que las estrategias, que como tra-
bajadores de la educación diseñemos para la defensa de 
nuestros derechos, tienen que considerar el contexto de las 
políticas neoliberales. El retiro del Estado y la privatización 
de la educación, la salud y la seguridad social, son expe-
riencias comunes en todo el continente; tres factores, por 
lo menos, están empujando hacia esta dirección: Posiciona-
miento ideológico de los gobiernos neoliberales. Organismos 
financieros internacionales (fmi y el Banco Mundial) exi-
gen que los gobiernos reduzcan el gasto en el sector públi-
co. La privatización abre la puerta a las ganancias y a la co-
rrupción, mas no a los intereses de aquellos quienes deben 
tener acceso a la Seguridad Social.

6.- Estamos convencidos de que para enfrentar la ofen-
siva del capital transnacional y sus gobiernos es necesario 
desarrollar estrategias diferenciadas para desarrollar co-
nocimiento y capacidad propositiva en los sindicatos, tanto 
en el nivel del liderazgo, como en las bases, principalmente 
entre los jóvenes. También tenemos que avanzar en la vía 
jurídica y política; en los países en los que las condiciones 
lo permitan proponer legislaciones favorables a los traba-
jadores.

7.- La instrumentación de campañas nacionales e inter-
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nacionales que coloquen en el centro la defensa del trabajo 
digno, nuestra oposición al despojo de derechos y al robo de 
nuestras pensiones, a la vez que señale claramente que es-
tamos por una seguridad social, pública y solidaria, una se-
guridad social inclusiva, para beneficio no sólo de los traba-
jadores y trabajadoras, sino de la sociedad en su conjunto.

Las campañas, incluyen foros, seminarios, talleres, ela-
boración de materiales de difusión, uso de las redes socia-
les para la comunicación, compartir información entre los 
sindicatos, hacer un uso intensivo de los órganos de difu-
sión de los sindicatos, en donde se ocupe un espacio per-
manente sobre el tema de seguridad social y las luchas de 
las y los trabajadores de la educación en su defensa.

Abrir un espacio en las aulas, para tratar estos temas con 
nuestros estudiantes y con las madres y padres de familia.

Para ello se proponen las siguientes acciones:

Elaborar un análisis por países, a partir de un grupo de 
trabajo que realice un estudio comparativo de la Seguri-
dad Social en América y la formulación de un modelo de 
Seguridad Social alterno al neoliberal. El punto de partida 
serán los materiales elaborados para el seminario que se 

publicarán en la memoria del evento y la Revista Intercam-
bio de la red sepa, sobre el tema de seguridad social que 
se publicará en los meses próximos. Y las conclusiones y 
materiales de la Conferencia Internacional sobre los Siste-
mas Universales de Seguridad Social celebrada en Brasil en 
diciembre de 2010.

Escribir un Decálogo con los puntos que como movi-
miento sindical de las y los trabajadores de la educación 
reivindicamos para una seguridad social pública, solidaria, 
inclusiva. En el mismo, delinearemos nuestro concepto de 
Seguridad Social y los principios que defendemos, con el 
lema de la Seguridad Social que queremos y merecemos las 
y los trabajadores y pueblos de las Américas.

Explorar las posibilidades de la realización de una jor-
nada continental de movilizaciones por seguridad social 
pública, solidaria, inclusiva y por trabajo digno.

Puntarenas, Costa Rica, 17 de junio 2015.

Correo Electrónico: inforedsepa@resist.ca 
Web: red-sepa.net

Idea-network.ca  

Foto: Galería Red sepa



La Red SEPA es una alianza continental que tiene el objetivo de enlazar organizaciones de la 
sociedad civil del continente, que comparten la preocupación por proteger y mejorar la educa-
ción pública; como derecho humano imprescindible para el desarrollo democrático. 
La Red trabaja junto con otros agrupamientos de la sociedad civil que se preocupan por el im-
pacto de los Tratados de Libre Comercio sobre los derechos sociales.

La Red SEPA surge de una reunión de profesores y estudiantes en la Ciudad de México en  no-
viembre de 1998; la creación de la Red SEPA se formalizó en la Conferencia «Iniciativa Demo-
crática para la Educación Pública para las Américas», realizada en Quito Ecuador,  en octubre 
de 1999. 

¿Qué hace la Red Social para la Educación Pública en América?
La Red SEPA realiza investigaciones, elabora redes de comunicación, publicaciones, así como 
campañas hemisféricas en defensa de la educación pública. Una de sus prioridades  es crear 
espacios de discusión y reflexión colectiva, a través de conferencias, seminarios, y congresos 
sobre el impacto del neoliberalismo y el libre comercio en la educación, que sirvan para gene-
rar estrategias en la defensa y mejora de la educación pública. El objetivo de nuestras activida-
des es promover el entendimiento del impacto de las  políticas neoliberales a la educación en 
las Américas, y proponer vías alternativas que desarrollen una educación pública, inclusiva y 
democrática.

La Red también sirve para movilizar solidaridad con educadores, estudiantes, así como lucha-
doras y luchadores sociales, que sufren represión en sus países por realizar actividades en 
apoyo y defensa de la educación pública y democrática.
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